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NORMATI A Y JURISPRUDENCIA 

Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles y Catastro en la Ley 
de Presupuestos para 1992 

La Ley31/1991, de 30 de 
diciembre, de 
Presupuestos Generales 

del Estado para 1992, 
contiene algunas previsiones 
que inciden directamente 
tanto en las valoraciones 
catastrales como en 
determinados aspectos de la 
gestión del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles y de las 
actuaciones de coordinación 
o colaboración entre la 
Administración del Estado y 
la Administración Lncal. 

Cabe destacar, en primer 
lugar, el artículo 77 de la 
Ley, que además de estable­
cer una actualización de to­
dos los valores catastrales, 
tanto de naturaleza rústica 
como de naturaleza urbana, 
mediante la aplicación de 
un coeficiente del 5%, arbi­
tra un procedimiento espe­
cífico para la asignación de 
valores de aquellos inmue­
bles que hubieran sufrido 
alteraciones físicas o jurídi­
cas sin que las mismas hu­
bieran sido efectivas en tér­
minos económicos o de va­
loración. Dice en concreto el 
arúculo mencionado: «Cuan­
do se trate de inmuebles 
que hubieran sufrido alte­
raciones de orden físico o 
jurídico conforme a los da­
tos obrames en el Catastro, 
sin que dichas variaciones 

hubieran tenido efectivi­
dad, el mencionado coefi­
ciente se aplicará sobre el 
valor asignado a tales in­
muebles en virtud de las 
nuevas circunstancias, por 
el Centro de Gestión Catas­
tral y Cooperación Tributa­
ria, con aplicación de los 
módulos que hubieran ser­
vido de base para la fija­
ción de los val o res catas­
trales del resto de los bie­
nes inmuebles del munici­
pio» . 

Viene este precepto a re­
solver la s ituación específi­
ca creada en la Ley de Pre­
supuestos para 1991, con­
forme a la cual las Ponen­
cias aprobadas a lo largo 
de 1990 estaban vigentes 
pero no eran, sin embargo 
aplicables. Ello ha significa­
do que la incorporación al 
Catastro de las nuevas uni­
dades urbanas resultantes 
de altas o modificaciones 
de planeamiento ha sido di­
ficultosa a lo largo de 1991, 
en perjuicio del importante 
trabajo de conservación y 
mantenimiento de los ca­
tastros realizados en el año 
anterior. De no haberse 
aprobado el precepto que 
se comenta, estas nuevas 
unidades, que suponen un 
considerable volumen en 
términos de recaudación, 

deberían haber sido valora­
das conforme a las Ponen­
cias aprobadas a lo largo 
de 1990, que ya han reco­
brado toda su vigencia, y 
con los módulos de valora­
ción que entonces se tuvie­
ron en cuenta: esto hubiera 
significado que las nuevas 
unidades urbanas alcanza­
rían valores catastrales su­
periores en un elevado 
porcentaje a las valoradas 
con anterioridad en los 
mismos municipios, y ello 
aún cuando las característi­
cas de las viviendas fueran 
similares. El artículo 77 de 
la Ley de Presupuestos pre­
tende solucionar esta pro­
blemática a través de dos 
instrumentos: 

• Se aplican las Ponencias 
de valores aprobadas en 
1990, lo que permite apro­
vechar tanto el trabajo de 
campo realizado en su mo­
mento e incorporar las mo­
dificaciones de planeamien­
to en ellas contempladas, 
algo inviable si se aplicaran 
las Ponencias anteriores. 

• No obstante, los módu­
los a aplicar en cada caso 
serán los anteriores a 1990, 
de forma tal que no se ge­
neran agravios comparati­
vos a través de diferencias 
sustanciales de valoración 
entre inmuebles similares. 

Hay que subrayar que el 
precepto se aplica única­
mente a los valores a asig­
nar a partir del 1 de enero 
de 1992. Los valores exis­
tentes en dicha fecha segui­
rán siendo los mismos, ac­
tualizados en un 5%. 

En otro orden de cosas, 
el Anexo dos de la Ley re­
coge como crédito amplia­
ble las transferencias entre 
los subsectores correspon­
dientes en la medida nece­
saria para atender los gas­
tos que deriven de un nue­
vo plan de revisiones catas­
trales. Se mantiene, pues, el 
compás de espera respecto 
a las iniciativas a adoptar 
en relación con las suspen­
didas actuaciones de revi­
sión o modificación de va­
lores. 

Por lo que se refiere al 
Impuesto sobre Bienes In­
muebles, son tres las previ­
siones recogidas en la Ley 
de Presupuestos a las que 
conviene prestar atención: 

En primer lugar, el artí­
culo 96 determina la obli­
gación de las Corporacio­
nes Locales de facilitar a la 
Dirección General de Coor­
dinación con las Haciendas 
Territoriales, entre otras, la 
información relativa tanto a 
la recaudación líquida obte­
n ida en 1990 por el Im-



puesto sobre Bienes Inmue­
bles como a las bases impo­
nibles correspondientes a 
dicho Impuesto y a los ti­
pos exigibles en cada muni­
cipio. Se especifica que para 
la determinación de las ba­
ses imponibles y cuotas se 
tendrá en cuenta, en todo 
caso, como cifra efectiva a 
considerar, la que corres­
ponda a beneficios fiscales 
concedidos por el Estado 
que hayan de ser objeto de 
compensación. Al margen 
de la incidencia que esta in­
formación tiene respecto a 
la liquidación definitiva de 
las participaciones de los 
Ayuntamientos en los tribu­
tos del Estado, la informa­
ción a suministrar por las 
Corporaciones Locales es 
también imprescindible de 
cara a la elaboración de las 
series estadísticas corres­
pondientes a la gestión tri­
butaria y recaudatoria del 
Impuesto sobre Bienes In­
muebles, que a partir del 
próximo año se realizarán 
íntegramente por las pro­
pias Corporaciones Locales. 

De hecho, a lo largo de 
1992 el Estado podrá aún 
seguir gestionando dicho 
Impuesto, a tenor de lo es­
tablecido en la Disposición 
Transitoria Novena de la 
Ley d e Presupuestos, que 
prorroga el plazo otorgado 
al respecto en la Ley Regu­
ladora de las Haciendas 
Locales y establece las con­
diciones en que el Centro 
de Gestión Catastral y Coo­
peración Tributaria asumirá 
dicha gestión. 

Finalmente, el artículo 95 
de la Ley recoge las previ-

siones ya establecidas en 
años anteriores respecto a 
anticipos a favor de los 
Ayuntamientos por desfases 
en la gestión recaudatoria 
de los tributos locales. Esta­
blece en concreto el men­
cionado artículo que, cuan­
do por circunstancias relati­
vas a la emisión de los Pa­
drones no se pueda liquidar 
el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles antes del 1 de 
agosto de 1992, los Ayunta­
mientos podrán recibir del 
tesoro público anticipos a 
cuenta del mencionado Im­
puesto, a fin de salvaguar­
dar sus necesidades míni­
mas de tesorería, a petición 
de los mismos y previa au­
torización del pleno de la 
respectiva Corporación. Los 
anticipos serán concedidos 
mediante Resolución de la 
Dirección General de Coor­
dinación con las Haciendas 
Territoriales, dentro de los 
condicionamientos que el 
propio precepto establece. 

Estructura y organización 
de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria 

Al cumplirse el año de la 
creación de la Agencia Esta­
tal Tributaria, el Boletín Ofi­
cial del Estado publica la 
normativa reglamentaria 
precisa en orden a la puesta 
en marcha de dicha Agen­
cia a partir del 1 de enero 
de l 992. Mediante Orden 
Ministerial de 26 de diciem­
bre de l 991 se completa la 
estructura del Organismo, 
con la creación de dos De­
partamentos que no proce-

den de la Secretaría General 
de Hacienda. Así, además 
de las competencias de las 
Direcciones Generales de 
Gestión Tributaria, Inspec­
ción Financiera y Tributaria, 
Recaudación, Aduana e Im­
puestos Especiales e Infor­
mática Tributaria, se crean 
dos nuevos Departamentos: 
Recursos Humanos y Econó­
mico-Financiero. El Departa­
mento de Recursos Huma­
nos se encargará de todas 
las gestiones relacionadas 
con el personal contratado 
por la Agencia y, en particu­
lar, de elaborar criterios en 
materia de contratación, 
previsiones y sistema de in­
centivación. El Departamen­
to Económico-financiero, 
por su parte, tiene enco­
mendada la gestión y el 
control presupuestarios, la 
gestión contable y financie­
ra y la adquisición de bie­
nes y contratación de servi­
cios. La organización de es­
tas nuevas unidades ha 
sido desarrollada mediante 
Orden Ministerial de 27 de 
diciembre de 1991. 

Las normas orgánicas de 
la Agencia se completan a 
través de sendas Ordenes 
Ministeriales, también de 
27 de diciembre de 1991. 
La primera de ellas tiene 
por objeto establecer los 
criterios precisos para el 
funcionamiento de la Agen­
cia, tanto desde la perspec­
tiva del régimen económico 
financiero propio como por 
las adaptaciones que la 
Agencia exige en el desen­
volvimiento del tesoro pú­
blico. En definitiva, confor­
me se indica en su preám-

bulo, esta Orden persigue 
arbitrar los mecanismos 
precisos para responder a 
la novedad que la Agencia 
va a suponer en la organi­
zación del Ministerio de 
Economía y Hacienda, sin 
alterar los procedimientos 
de la Administración Tribu­
taria. Finalmente, otra Or­
den Ministerial determina 
que tanto los puestos de 
trabajo como el personal 
funcionario y laboral que 
los desempeña en las Dele­
gaciones de Hacienda Espe­
ciales, Delegaciones de Ha­
cienda y Administraciones 
de Hacienda, se integran, 
en términos generales, en la 
Agencia Estatal, salvo los 
correspondientes a la Ins­
pección General, a la Direc­
ción General de Servicios y 
a las Unidades de Interven­
ción y Contabilidad. • 
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